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Resumen  

La Contraloría General de la República o sus entidades delegadas y las Contralorías 

Departamentales o Municipales son los entes de control fiscal, encargados de adelantar las 

respectivas investigaciones sobre los recursos y bienes del Estado que en algunos casos han 

sido causa de detrimento patrimonial o desviaciones por parte de personas naturales, personas 

jurídicas o servidores públicos que tienen como función la guarda, administración o custodia 

de estos; pues el control fiscal se realiza como función pública encargada de la vigilancia 

sobre la gestión del manejo de estos bienes y fondos; y se ejecuta de forma selectiva, posterior 

y conforme a los procedimientos establecidos en la ley al igual que los principios generales. 

Por su parte la jurisprudencia del Consejo de Estado nos abre un marco conceptual sobre el 

cumplimiento o no de estos preceptos constitucionales, puesto que la desviación del erario 

afecta principalmente a los ciudadanos, de cierta manera a la economía y desarrollo del país, 

de este planteamiento surge la siguiente hipótesis; si los principios generales del control fiscal 

están establecidos en la ley, ¿por qué se debe acudir a la jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo para proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos, puesto que se 

ven afectados por la corrupción de los custodios de los bienes o recursos del Estado? 
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Abstract 

The Office of the Comptroller General of the Republic or its delegated entities and the 

Departmental or Municipal Comptrollers, are the entities of fiscal control, in charge of 

advancing the respective investigations on the resources and property of the state that had 

been object of deviations or patrimonial detriment on the part of natural persons, legal 

persons or public servants who are in charge of the custody, and administration of these. 

Because fiscal control is a public function that monitors the management of the 

administration of these goods and services and is exercised in a subsequent and selective 

manner in accordance with the procedures and general principles established in the law. For 

its part, the jurisprudence of the Council of State opens a conceptual framework on the 

compliance of these constitutional precepts. Since the diversion of the treasury mainly affects 

the citizens in certain way to the economy and development of the country, from this 

approach the following hypothesis arises. If the general fiscal control principles are 

established in the law, ¿why should it go to the Contentious Administrative jurisdiction to 

protect the fundamental rights of citizens, since they are affected by the corruption of the 

custodians of the goods or State resources? 

 

Keywords 
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Introducción  

El derecho como ciencia social hace descripciones e interpretaciones de fenómenos 

sociales, coyunturales, socio-políticos por lo que requiere una visión interdisciplinaria propia 

del enfoque cualitativo (Hernandez Sampieri, Fernandez Collado, & Pilar Bastidas, 2006, 

págs. 12, 13,14). El método del análisis jurisprudencial empleado en este trabajo se ubica 

dentro del modelo señalado como dogmática jurídica (Courtis, 2006). Esta ponencia es el 

resultado de la aplicación de instrumentos de captura y análisis de la información de 26 

jurisprudencias y 15 conceptos del Consejo de Estado acerca del Control Fiscal en Colombia, 

a su método, principios, procesos, entre otros; así como también a la interpretación que 

conlleva la propuesta del control fiscal como bien jurídico y como Derecho Fundamental. Es 
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por esto que se ve en el principio de la separación de poderes que las tres ramas se han 

transformado y han llegado a estructurarse varios organismos u órganos separados de las 

mismas, pero que siguen haciendo parte del Estado. 

Por esto, al dirigirse a la Constitución Política de Colombia, más exactamente en los 

artículos 117 y 119, se ve consagrada la existencia de la Contraloría General de la República 

como un órgano de control, encargado de la vigilancia de la gestión y control fiscal de la 

administración, siguiendo los lineamientos de los artículos 267 al 271 de la misma Carta; sin 

dejar atrás la existencia de las contralorías departamentales, distritales y municipales, 

encargadas del mismo control en los respectivos departamentos, distritos y municipios. 

Es así como se puede desarrollar la presente ponencia desde unos antecedentes propios de 

los órganos de control fiscal, sus principios generales, organización, para luego mediante un 

análisis jurisprudencial llegar a concluir si en Colombia estos órganos de control fiscal 

realizan sus funciones de manera adecuada o usan su estatus para así vulnerar los derechos 

fundamentales de los ciudadanos.  

 

Desarrollo 

Control fiscal 

De acuerdo a las leyes 42 de 1993 y 610 de 2000, que han sido reformadas por la Ley 

1474 de 2011, comprenden el conjunto de sistemas, procedimientos y principios de control 

fiscal, los organismos encargados de ejercerlo a nivel municipal, nacional y departamental, 

además de aquellos sujetos sometidos a control fiscal, sean integrantes de la rama legislativa 

y judicial o aquellos autónomos e independientes (electorales), aquellos que hacen parte de 

la estructura de la administración nacional y territorial, como lo son, las entidades nacionales, 

los organismos creados constitucionalmente, las empresas industriales y comerciales del 

Estado, las sociedades de economía mixta, los que tienen un régimen especial, las personas 

jurídicas o personas o cualquier tipo de organización que manejen fondos o bienes del Estado 

y finalmente el Banco de la República; en esta misma Ley en su artículo 4o se encuentra 

definido el control fiscal como una función pública encargada de la vigilancia de la  gestión 

fiscal sobre la administración de los particulares o entidades que manejan bienes o recursos 

del estado en todos sus niveles y este de acuerdo a lo establecido en la ley será ejercido por 

la Contraloría General de la República en forma posterior y selectiva, los auditores, las 
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auditorías, las Contralorías departamentales y municipales, y las revisorías fiscales de las 

empresas públicas municipales conforme a los sistemas, los procedimientos y los principios 

establecidos en la ley anteriormente mencionada. 

 

Antecedentes 

Los primeros entes de control fiscal en Colombia, datan de la época de la colonia, más 

exactamente hacemos referencia a una institución denominada Visita y Juicio de Residencia, 

en la cual la Corona enviaba visitadores oficiales para que llevaran un control de las finanzas 

de las colonias y el comportamiento de los gobernantes frente a los tributos, pues la Corona 

a partir del principio de la desconfianza lo aplicaba a sus representantes; luego mediante 

propuestas para acabar el juicio de residencia, se expiden las Capitulaciones de Zipaquirá, 

petición que fue realizada por los comuneros, la cual quedó plasmada en el artículo 30 de 

dichas capitulaciones, sin que estas prosperaran puesto que pasada la rebelión, esta propuesta 

fue rechazada por el arzobispo-virrey Caballero y Góngora, pues no atendía una petición 

naciente de la sublevación. Por esto y respecto a la eficacia de los llamados juicios de 

residencia, se concluye que fueron un recurso positivo para el saneamiento de la burocracia 

indiana. Además, de servir para mostrar los vicios existentes de la administración y lograr 

que estos se corrigieran con la promulgación de las nuevas disposiciones constitucionales y 

legales. (Malagón Pinzón, 2004).  

Ya en el año 1923, en virtud de una de las misiones extranjeras asentadas en Colombia, y 

con el liderazgo de Edwin Walter Kemmerer, cuyo principal fundamento era el encargarse 

de estudiar la hacienda pública, la contabilidad oficial, el presupuesto y los bancos, se 

estableció que paralelamente a la función pública de la administración, se creara un órgano 

encargado del control fiscal, y que ejerciera la única función de manejar los procedimientos 

para cumplir con las leyes y los reglamentos relacionados con la custodia de las propiedades 

y fondos públicos del Estado, otorgándoles total independencia y autonomía frente a las 

demás organizaciones del Estado, a partir de allí surge la Ley 42 de 1923 sobre la 

reorganización de la contabilidad oficial y creación del Departamento de Contraloría, 

decretando allí la organización del departamento de Contraloría, y que este será 

independiente de los demás Departamentos administrativos y estará a cargo de un funcionario 

denominado Contralor General de la República y de un ayudante denominado Auditor 
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General, los cuales serán nombrados por el Poder Ejecutivo Nacional, y deberán ser 

aprobados por la Cámara de Representantes. Esta Ley en su artículo 6 consagra que será 

competencia exclusiva del Contralor General todos los asuntos referentes al examen, glosa y 

fenecimiento de cuentas de los funcionarios o empleados encargados de recibir, pagar y 

custodiar fondos o bienes de la Nación, derivados de la Administración del Tesoro Nacional, 

así mismo de la revisión de los libros, los registros y documento referentes a la parte contable 

y a la manera en que eran llevadas las cuentas de la Nación. 

Posteriormente a la Constitución de 1991, este control fiscal debió adecuarse a las 

tendencias establecidas por el Estado Social de Derecho, y en esta adecuación se debían tener 

en cuenta factores determinantes como la observancia de la regulación propia del Estado en 

cuanto a las normas y las sanciones para las conductas que se presenten cuando se afecta el 

erario, y ya en la parte social presuponía el acogimiento de unos compromisos éticos y 

morales que deben mostrar siempre los administradores del gasto, para el cumplimiento de 

los objetivos y las garantías mínimas que el Estado debe ofrecer a sus ciudadanos. 

(Maldonado Narváez, 2014). 

En la actualidad y regidos bajo las leyes 42 de 1993 y 610 de 2000, que han sido 

reglamentadas por la Ley 1474 de 2011; según lo establecido en el artículo 267 de la 

Constitución Política, se puede observar que la Contraloría General de la República es la 

encargada de realizar el control fiscal como función pública vigilando el manejo de los 

recursos de la Nación bajo la custodia de las personas jurídicas, entidades y personas 

naturales que manejan los bienes, recursos o fondos de la Nación, ejerciendo este control de 

forma selectiva conforme a los principios que están establecidos en la ley, aunque en algunos 

casos esta vigilancia puede realizarse por empresas privadas escogidas mediante concurso 

público de méritos. 

La Constitución política también establece que esta vigilancia debe preceptuarse bajo los 

lineamientos de los principios generales establecidos en la Ley, como lo son, la economía, la 

eficacia, la equidad, la eficiencia y la valoración de los costos ambientales. Además, está 

previsto que en casos excepcionalmente, de acuerdo con la ley, la contraloría puede ejercer 

control posterior sobre cuentas de cualquier entidad a nivel territorial. (Rodríguez Rodríguez, 

2015). Esta debe realizarse de tal manera que permita determinar por un período determinado 

a la administración la asignación de recursos para que sea realizada de manera igual en la 
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calidad de los bienes y servicios y se pueda identificar a los receptores de la acción económica 

y se analice la distribución de estos costos y beneficios de los diferentes sectores económicos 

y sociales o entre las entidades territoriales del Estado, asimismo, se evalúe la gestión de 

conservación, protección, explotación y uso de los mismos. 

La vigilancia de esta gestión fiscal sobre los particulares se adelanta de acuerdo con el 

manejo de los recursos del Estado realizado por estos, para verificar que cumplan con los 

objetivos establecidos por la administración. 

 

Organización 

La Contraloría General de la República está en cabeza del Contralor, además se establece 

la siguiente organización: 

 

Nivel central 

Nivel superior de dirección 

• Contralor General de la República 

• Vicecontralor 

 

Contralorías delegadas 

En este acápite se encuentran las diferentes Contralorías delegadas para los sectores 

Agropecuario, Minas y Energía, Social, de Infraestructura Física y Telecomunicaciones, 

Comercio Exterior y Desarrollo Regional, Gestión Pública e Instituciones Financieras, 

Defensa, Justicia y Seguridad, a la participación Ciudadana, el Medio Ambiente, 

Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva, Economía y Finanzas Públicas; 

así como el Fondo de Cuentas de Publicaciones, el Comité de Evaluación Sectorial, el 

Grupo de Exámenes Especiales Gerencias Nacionales, la Gerencia de Gestión 

Administrativa y Financiera y finalmente la Gerencia de Talento Humano. Así como 

también se encuentran las Gerencias Departamentales, los Grupos Delegados de 

Vigilancia Fiscal y los Grupos de Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción 

Coactiva. 
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Órganos de asesoría y coordinación 

Y finalmente como su nombre lo indica, los órganos de asesoría y coordinación son: la Junta 

de Licitaciones o Adquisiciones, la Comisión de Personal, el Comité Directivo, el Comité de 

Control Interno y el Consejo Superior de Carrera Administrativa. 

 

Análisis jurisprudencial  

El control fiscal en Colombia, aunque establecido constitucionalmente, se ve en muchas 

ocasiones cuestionado por los distintos casos de corrupción, los cuales se han venido 

presentando durante años según lo que se evidencia en el análisis realizado. Dentro de las 

alternativas de solución propuestas por diferentes actores de la vida pública, se encuentra la 

de cambiar el sistema unipersonal de Control Fiscal actual, por uno de carácter colegiado o 

Tribunal de Cuentas con jurisdicción especial. (Orozco Tello, 2017). 

Luego de realizar este contexto casi que histórico sobre el control fiscal y sus respectivos 

órganos, y luego de realizar un análisis profundo de las diferentes sentencias del Consejo de 

Estado sobre control fiscal, se establece que, según lo dictado por el Consejo de Estado 

Sentencia No. 05001-23-31-000-2004-01667-01 M.P María Claudia Rojas Lasso, la gestión 

fiscal es un elemento determinante de la responsabilidad fiscal y esta se cumple siempre y 

cuando el particular maneje o administre fondos o bienes del Estado que le hayan sido 

asignados o confiados. Como bien se puede observar es de conocimiento del Consejo de 

Estado las funciones de la Contraloría General de la República, así también las funciones del 

control fiscal frente a las entidades del Estado. Nuevamente el Consejo de Estado en la 

sentencia No. 5590. Del 20 de enero de 2000, M.P Olga Inés Navarrete Barrero, la cual 

menciona que, bajo lo dispuesto por la Constitución Política de Colombia, se advierte cómo 

el constituyente busca robustecer la gestión fiscal, equipando al máximo a los organismos de 

control fiscal, como a los órganos encargados de esta función en los órdenes departamentales 

y municipales, de las atribuciones necesarias para el ejercicio del control sobre los recursos 

fiscales. 

Los estados entonces deben calcular sus gastos, inversiones, fijar los planes de desarrollo, 

preparar el presupuesto y ejecutarlo debidamente. (Ochoa Díaz, 2003). Aunque en muchos 

casos no es así, como se observa en el análisis realizado de la jurisprudencia del Consejo de 
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Estado pues este tipo de cálculos son mayores a la realidad lo que determina que estas 

medidas, aunque contribuyen al control fiscal, no se realiza de una manera adecuada. 

Al existir un nuevo enfoque de control fiscal de parte de la Contraloría General de la 

República, que permite una mayor efectividad y oportunidad en la vigilancia del manejo de 

los recursos públicos, se siguen volviendo recurrentes los casos en los cuales se demanda al 

Estado por la corrupción que se está presentando al interior de las entidades encargadas de la 

custodia de los bienes del Estado, por tanto aunque en el pasado han quedado los modelos 

tradicionales de auditoría por sus graves fallas en la vigilancia de los recursos públicos por 

parte de las contralorías, esta actualización en el control fiscal, nos deja un panorama que no 

es muy alentador puesto que ningún organismo, sea autónomo o privado, puede derogar el 

hecho de evitar ser vigilado cuando tiene una relación directa o indirectamente con los fondos 

y bienes del Estado. La expectativa de los ciudadanos es que los jueces en el ejercicio de sus 

funciones y de su poder creativo del derecho decidan siempre dentro de una ética civil 

pluralista de consensos, siempre en búsqueda de una sociedad más justa y más humana; y no 

sólo como ejercicio formal de proposiciones normativas o por el mero hecho de estar 

sometido al orden legal. (Carreño Dueñas, 2017). 

Del control fiscal se desprende también la responsabilidad fiscal como resultado de la 

gestión pública realizada mediante la vigilancia o control de la labor fiscal que desarrollan 

las entidades, la administración o los particulares que manejan fondos o bienes del Estado, 

en cualquiera de sus niveles, y de acuerdo a lo planteado es que se define la responsabilidad 

fiscal como aquel conjunto de actuaciones de la administración que son realizadas por las 

Contralorías a nivel Nacional con el fin de establecer si hay responsabilidad o no de parte de 

los particulares o servidores públicos en el ejercicio de sus funciones frente a la gestión fiscal 

o con ocasión de la misma, y determinar que estas sean causa de acción u omisión, de forma 

dolosa o culposa de un detrimento patrimonial al Estado, entendiéndose este como aquel 

daño o lesión del patrimonio público y que se representa en la disminución, menoscabo, 

pérdida, perjuicio, desviación, uso indebido, detrimento o deterioro de los bienes o recursos 

del Estado, producidos por una gestión fiscal ineficaz y que no se ajusta al cumplimiento de 

los fines del Estado, tal como lo observamos en el análisis de las sentencias del Consejo de 

Estado, puesto que estas conductas descritas se presentaban de manera repetida al ser 

expedidas leyes, decretos, informes, entre otros que iban en contra de la Constitución y la 
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Ley, para beneficio de unos pocos, dañando el interés general, perjudicando a la comunidad, 

ya que esta desviación o pérdida de fondos es de gran magnitud. Este análisis jurisprudencial 

se realiza partiendo de la mutación del sentido que pueden adquirir los fenómenos, entre los 

que se encuentran las instituciones jurídicas. Éstas se ofrecen a la sociedad en un trasfondo 

de sentido, pudiéndose distinguir su contenido noético de su contenido noemático. (Moya 

Vargas, 2008). 

El principal objetivo del control fiscal es determinar la responsabilidad fiscal de la entidad 

o particular, con el fin de recuperar el dinero extraído del erario y a su vez se logre la 

reparación de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de una 

inadecuada gestión fiscal, esta función corresponde a las Contralorías Delegadas para 

Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva quienes están encargadas de dirigir 

los procesos de responsabilidad fiscal y de realizar la jurisdicción coactiva en los casos donde 

como producto de la vigilancia fiscal, de las denuncias presentadas y de los informes de otras 

entidades, se vea reflejado un grado  de responsabilidad fiscal. (Mondragón-Duarte, 2016). 

El control sobre estos bienes o recursos del Estado ha sido una constante preocupación en 

la historia del país puesto que se pone en duda la eficacia de dicho control y la evolución de 

las instituciones administrativas, así, como también lo ha sido la insatisfacción por los malos 

resultados de este control. (Naranjo-Galves, 2007). 

 

Conclusiones 

El análisis jurisprudencial realizado y recapitulando todo lo mencionado en la ponencia, 

se puede concluir que las normas constitucionales aquí planteadas y analizadas, plantean un 

panorama amplio frente al concepto de control fiscal, sus órganos de control, gestión y 

vigilancia, además de la jurisprudencia analizada, la cual permite ver de manera taxativa que 

aun al existir de manera clara y expresa los condicionamientos o lineamientos sobre los 

cuales debe llevarse a cabo dicho control, aún se presentan y de manera frecuente casos que  

dejan ver que las entidades, los particulares o quienes ejercen custodia de los bienes y fondos 

del Estado, siguen desviando estos fondos vulnerando así los derechos fundamentales de 

quienes hacen parte de la sociedad, aunque en grandes ciudades casi no queda al descubierto, 

se puede observar que en los lugares donde más se presentan este tipo de pérdida de fondos, 

es en lugares que están alejados de las ciudades principales, donde se ve estancado el 
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desarrollo económico, pues sus recursos están siendo llevados a otros fines lo que perjudica 

de manera impactante a la sociedad, todo esto realizado como una extralimitación de estos 

particulares o funcionarios en el ejercicio de sus funciones.  

Así pues, también se puede observar que el sistema de vigilancia y gestión fiscal aunque 

se realiza, no siempre es de manera adecuada, pues los resultados de estas han llevado a 

grandes doctrinantes a hablar del concepto de responsabilidad fiscal; el cual desprendido del 

control fiscal, se adelanta con el fin de determinar y establecer la misma frente a los 

servidores públicos, cuando en el ejercicio, por causa o con ocasión de la gestión fiscal causen 

algún detrimento patrimonial al Estado de manera dolosa o culposa, pues la categoría 

Responsabilidad del Estado, es toda vez que la misma, desde hace un tiempo, ha consolidado 

una estructura que contiene profundas temáticas, tanto en el orden económico y social, como 

en el ámbito jurídico, que implican diferentes títulos de imputación de la responsabilidad. 

(Torregrosa Jiménez, 2017). 

Bajo la perspectiva del análisis jurisprudencial realizado, en las sentencias denominadas 

arquimédicas; se señalan los principios y bases de acción del control fiscal, así como las 

atribuciones de los órganos de control en los ámbitos de su jurisdicción, según lo dictado por 

el Consejo de Estado Sentencia No. 05001-23-31-000-2004-01667-01 M.P María Claudia 

Rojas Lasso, la gestión fiscal es un elemento determinante de la responsabilidad fiscal y esta 

se cumple siempre y cuando el particular maneje o administre fondos o bienes del Estado que 

le hayan sido asignados o confiados. Como bien se puede observar es de conocimiento del 

Consejo de Estado las funciones de la Contraloría General de la República, así también las 

funciones del control fiscal frente a las entidades del Estado. Nuevamente el Consejo de 

Estado en la sentencia No. 5590. Del 20 de enero de 2000, M.P Olga Inés Navarrete Barrero, 

la cual menciona que, bajo lo dispuesto por la Constitución Política de Colombia, se advierte 

cómo el constituyente busca robustecer la gestión fiscal, equipando al máximo a los 

organismos de control fiscal, como a los órganos encargados de esta función en los órdenes 

departamentales y municipales, de las atribuciones necesarias para el ejercicio del control 

sobre los recursos fiscales. 

El objetivo principal de esta investigación es tener un panorama amplio, conocimiento de 

cómo funciona, de cómo están organizadas todas las entidades u órganos que conforman el 

control fiscal, y así que se conozcan de parte de los ciudadanos las nociones del control fiscal, 
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ya que de esta manera lo aplicamos al análisis jurisprudencial realizado con las sentencias 

del Consejo de Estado, pues es una parte importante del ordenamiento jurídico colombiano, 

todo esto mediante una explicación concreta, para así identificar los fundamentos 

constitucionales, legales, la jurisprudencia, doctrina, establecer los elementos teóricos que 

consagran normativamente todo lo relacionado con el control fiscal, partiendo desde sus 

antecedentes en Colombia hasta la actualidad y dando a conocer las normas legales y 

jurídicas durante el procedimiento y desarrollo de la vigilancia en el control fiscal, la gestión 

fiscal y la responsabilidad fiscal. 
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